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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa, contra la decisión que no aceptó la retractación de la aceptación de la imputación.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, profiere la providencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido
Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día veintidós (22) de Julio del año que avanza, a eso de las 10:00 a.m. y en vía pública de la zona céntrica de esta capital frente a un establecimiento de comercio (cacharrería), fue lesionada una persona de sexo masculino de aproximadamente 30 ó 35 años de edad (habitante de la calle no identificado), con arma de fuego. El autor del disparo fue identificado como FRANCISCO USMA, dueño de la citada cacharrería, persona ésta que se entregó a la autoridad y dijo haber enviado el arma a su esposa por intermedio de uno de sus empleados, sin que finalmente se lograra la recuperación del artefacto.
1.2.- Llegado el momento de la audiencia preliminar de imputación, se puso en conocimiento por parte de la Fiscalía, todo aquello que constituía tanto lo fáctico como lo jurídico de la imputación. Los cargos así formulados los aceptó el indiciado en forma libre, voluntaria y sin apremio, asistido por un defensor público. En el acto se le impuso como medida de aseguramiento la detención domiciliaria.
1.3.- En atención a la aceptación de los cargos, la actuación pasó ante la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de esta capital, funcionaria que adelantó la audiencia de individualización de pena y sentencia, momento en el cual el procesado manifestó que efectivamente había aceptado el cargo ante el Juzgado Quinto de Control de Garantías, empero, había omitido mencionar que actuó bajo una causal de ausencia de responsabilidad.
1.4.- Con fundamento en esta postura del acusado, la defensa -un apoderado particular que remplazó al defensor público- recabó en la necesidad de aceptar la retractación de esa aceptación y en su lugar disponer que el asunto se adelante por el trámite ordinario. Ante ese pedimento, la señora Juez del conocimiento, consideró que la figura de la retractación no era viable en acatamiento a la jurisprudencia vigente en la materia, en consecuencia, dispuso no retrotraer la actuación para dar curso a un trámite ordinario como lo pide la defensa.

1.5.- Inconforme con esa determinación, el señor defensor de confianza apeló la providencia y es la razón para que los registros se encuentren en esta Corporación. 
2.- El Debate

Los motivos del disenso por parte del señor Defensor, los podemos resumir en los siguientes términos:
- Solicita se tenga en cuenta que la víctima era un habitante de la calle, un N.N., a quien su cliente no conocía pero de quien sabía le decían “el negro”. Igualmente, que su representado se presentó voluntariamente a las autoridades, luego entonces, no era su interés esconder nada.
- El indiciado se presentó ante el Juez de Control de Garantías con la asistencia de un defensor público, y efectivamente allí aceptó los cargos imputados; empero, en el momento en que fue contratado por su cliente, entendió que esa aceptación la había realizado con un vicio en el consentimiento, pues lo hizo sin estar debidamente informado, toda vez que el apoderado que le habló de las causales excluyentes de responsabilidad, no le dijo que podía ser absuelto por haber cometido el hecho bajo el amparo de una causal de justificación, concretamente una legítima defensa. Y no lo hizo porque no dispuso de tiempo, ni de los medios adecuados para una plena información, toda vez que el tiempo transcurrido entre el hecho y la audiencia de imputación, fue muy corto, apenas de 6 a 8 horas aproximadamente.
- Resaltó que al momento de llevarse a cabo la audiencia preliminar de imputación, el señor FRANCISCO quiso decir algo más, era su intención aclarar que si admitía haberle dado muerte a esa persona, pero que lo había hecho en legítima defensa; sin embargo, el Juez no lo dejó hablar, simplemente le dijo que su deber era decir si o no y nada más. Ante esta disyuntiva, no le quedó más remedio que decir “si acepto”.
- En esos términos, considera que lo aceptado no obedeció a su propia y genuina voluntad, pues obró motivado por una vaga orientación del anterior apoderado quien sólo le indicó los beneficios que recibiría en caso de aceptar los cargos. No fue por tanto el fruto de un íntimo y entero conocimiento acerca de la realidad en la cual se encontraba.
- Todo lo que obra apunta hacia una causal de exoneración de responsabilidad derivada de un ataque injusto por parte del habitante de la calle. Los factores y circunstancias que rodean este caso así lo demuestran. El Juez estaba en el deber de escudriñar ese interés libre de vicios en el imputado.
- También la Fiscalía debió adentrarse un poco más en las circunstancias en que ocurrieron los hechos. Situación que, aunada a la falta de interrogatorio por parte del Juez, generó la desinformación que dio lugar a la retractación presentada en la audiencia de individualización de pena.
- Es conciente que la no aceptación de la retractación viene ganando espacio en la jurisprudencia, pero eso no debe atar la determinación de esta Sala de Decisión. Propone en cambio, dar aplicación a la sentencia de constitucionalidad C-1260 de Diciembre 05 de 2005, en la cual se menciona que el derecho a renunciar a un juicio no implica la renuncia de las garantías fundamentales del procesado. Pide que se observe que su cliente no se ha retractado de la autoría, de lo que se retracta es de haber admitido una condena anticipada sin la posibilidad de controvertir el caso en un juicio con todas las garantías, sin que pueda decírsele que ya es tarde para ello.
- Su cliente obró con lealtad, se presentó voluntariamente, no huyó; simplemente pretende que se le dé aplicación al artículo 2º de la Carta, cuando habla de la posibilidad de la participación de todos en las decisiones que los afectan. Estamos en un Derecho Penal Constitucional y a él debe dársele aplicación en este caso, sin hacerle un culto al formalismo.
Se le concedió el uso de la palabra al procesado, quien sobre el particular aclaró que dijo “sí acepto” porque el defensor que lo asistió en la diligencia le recomendó que dijera “si a todo”. Quiso aclarar todo ante el Juez, pero no lo dejaron hablar, razón por la cual dejó las cosas así. A continuación, hizo una pequeña introducción acerca de lo ocurrido en esa fecha, pues según él fue atacado por un extraño, quien era “un ladrón grande”; igualmente, recordó que no tiene antecedentes y que tiene un hijo que labora en la policía; en consecuencia, no es una mala persona que haga daño a los demás, ni tampoco había llegado a disparar.
Intervinieron como partes no recurrentes, tanto la Fiscal como el Procurador Judicial, quienes afirmaron en su orden:

La Fiscal, que no es posible aceptar la retractación a esta altura procesal. Se trata en verdad de un tema álgido, pero ya debidamente decantado. Considera que la posición asumida por el nuevo defensor es desleal para con su antecesor y no es objetivo en el análisis, puesto que tampoco estuvo en esas audiencias preliminares, simplemente mira el caso desde su óptica. Llega a poner en tela de juicio, incluso, la actividad del señor Juez de Garantías, cuando es persona bien conocedora de su oficio, quien además celebró su audiencia con todas las garantías. 

Se extraña también que diga que el anterior apoderado no tuvo tiempo de hablar con su cliente que porque la audiencia se realizó muy rápido, cuando la urgencia en la realización de esa audiencia es un deber no solo legal sino constitucional. Además, para el caso del nuevo defensor fue igual, pues vino a aparecer al momento de la audiencia de individualización de pena sin tiempo para preparar el caso. Por demás, el defensor es un integrante de la Defensoría Pública, con experiencia, debidamente preparado para afrontar este tipo de situaciones.

Es consciente que independientemente de la retractación, lo que importa es la no violación de garantías fundamentales, pero eso no es lo que se está presentando en este caso, de ser así, ella sería la primera en oponerse a este trámite. De los registro se puede verificar que el aquí imputado sí estaba debidamente informado, además de comprender bien lo que estaba sucediendo y las consecuencias de ese acto.
Es lo normal en este tipo de diligencias, que se le pida concretar sí o no a lo que se le pregunta, sin dar lugar a más explicaciones que no vienen al caso, pues la aceptación de cargos no admite explicaciones. Lo importante, de todas formas, es que contó con la debida asesoría, motivo por el cual la premisa de la cual parte el nuevo apoderado no es verdadera; y no se puede hablar aquí de una indebida defensa técnica, como ha ocurrido en otros casos en donde el Tribunal ha tenido que anular.
Efectivamente la víctima era un indigente, una persona de la calle, pero lo que ahora se destaca, son los términos despectivos que utiliza el procesado para referirse a esa persona, pues la trata de “desechable ladrón”.
Lo del vicio del consentimiento es algo que surge ahora con el nuevo defensor, a raíz de una nueva estrategia, pero no está acorde con lo que se sabía desde un comienzo, es decir, lo que le manifestó al primer apoderado. Si fuera algo igual a lo sabido desde un comienzo, de seguro el anterior defensor así lo habría puesto de presente.

A su entender, el defensor está confundiendo las etapas procesales, pues el debate sobre responsabilidad es en un estadio posterior donde ya la investigación está más adelantada. 
Termina su intervención con la aclaración que la Fiscalía llegó a las preliminares con los actos urgentes de investigación como corresponde a esta etapa primigenia de la averiguación, no se tiene un conocimiento acerca de los móviles de este crimen por cuanto no se continuó con la investigación a raíz de la aceptación; pero se sabe que el homicida ocultó el arma pues no se logró su incautación.

Finalmente, el señor Procurador, comparte la posición Fiscal. Comienza su intervención aclarando que la intervención del Ministerio Público no es obligatoria en las actuaciones judiciales (arts.109 y 111 literal e). La diligencia de imputación se lleva a cabo con el previo convencimiento que el procesado ya sabe a qué va, entiendo lo indispensable para la realización del acto. Aquí lo esencial es que el imputado pueda aceptar de una manera libre y voluntaria, es decir, que tenga la posibilidad de aceptar o no aceptar, o también hacer uso al derecho de guardar silencio, con lo cual se le está garantizando todos sus derechos. No hay lugar para explicar su dicho, pues previamente se le explica de qué se trata la diligencia y se le hace la imputación respectiva, tanto en forma fáctica como jurídica. La finalidad es que diga si acepta o no la autoría o la participación, pues lo de la responsabilidad es situación que se podría debatir en otro momento procesal. No es por tanto obligación de la Fiscalía el señalar si es o no culpable.
3.- La Decisión

Lo por definir hace referencia al interrogante de si es posible o no es posible la retractación en lo que a la aceptación de cargos se refiere. Tema álgido en el interior de la Judicatura, por falta de una mejor técnica legislativa al respecto. 
Vamos a explicar en qué se fundamentan las diversas interpretaciones que han surgido a este respecto y a continuación se dirá cuál es la línea jurisprudencial decantada sobre el punto, para finalmente arribar a la solución del caso sub judice.
Lo primero a descartar es lo referido a las negociaciones preacordadas, porque acerca de la figura de los preacuerdos nunca ha existido polémica alguna, es decir, de la literalidad de la norma se extrae con claridad que éstos son retractables hasta el momento en que el Juez del conocimiento les imparta aprobación por no apreciar vulneración a garantías o derechos fundamentales. A partir de allí, la negociación se convierte en irretractable. 
La disposición pertinente, inciso 2º del artículo 293 de la Ley 906 de 2004, enseña: “Examinado por el juez del conocimiento el acuerdo para determinar que es voluntario, libre y espontáneo, procederá a aceptarlo sin que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes, y convocará a audiencia para la individualización de la pena y sentencia”. Regla que debe armonizarse con el artículo 350 de la misma codificación, según el cual: el juez competente para aprobar las negociaciones lo es el Juez del conocimiento y no el Juez de control de Garantías, a diferencia de la aceptación de cargos que sí se cumple en toda su extensión ante este último funcionario -art. 131 ejusdem-.
La raíz del problema surge frente al allanamiento puro y simple por iniciativa propia, toda vez que desde el comienzo del nuevo sistema se discutió si esta figura podía o no entenderse incluida dentro del término “acuerdo” que utiliza la disposición. 
Si bien para esta Corporación se ha tenido claro desde un comienzo que la aceptación de cargos era unilateral y asimilable a la otrora Sentencia Anticipada, en tanto los acuerdos o negociaciones eran bilaterales y cercanos a la pretérita figura de la Audiencia Especial, y que por lo mismo ese era un punto de diferencia sustancial entre las dos figuras (tema que como se sabe ha sido de ardua polémica en la jurisprudencia de ambas Cortes, Suprema y Constitucional), se tuvo el cuidado por parte del Tribunal de hacer la salvedad que en el específico asunto de la retractación no se observaba razón atendible para hacer distinción entre ellas, pues tan válido era retractarse de una determinación bilateral, que de una unilateral. Esa diferencia, a nuestro juicio, no tenía justificación y por eso se concluyó que también había posibilidad de retractarse de una aceptación unilateral hasta tanto el Juez del conocimiento le diera aprobación.
Para sustentar esa postura, se argumentó que no era suficiente con la actividad ante el Juez de Control de Garantías, pues hasta allí simplemente se definía el procedimiento a seguir, es decir, que de no presentarse la aceptación de los cargos la actuación seguiría el rito ordinario, en tanto, de verificarse una aceptación en ese momento, se adelantaría el trámite abreviado. Pero era ante el Juez del conocimiento, con su poder de jurisdicción, en donde se realizaba la aprobación definitiva tanto de la aceptación como de la negociación preacordada, por cuanto era el único funcionario autorizado para declarar su validez legal y constitucional en forma definitiva. Hasta ese momento, por tanto, entendíamos, era posible la retractación del acogimiento unilateral a los cargos.
Ocurrió, sin embargo, que esa tesis que tenía este Tribunal no fue la finalmente acogida por la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, por cuanto, siguiendo en este caso específico lo que ya se tenía depurado con respecto a la figura de la Sentencia Anticipada, volvió a reiterar que una vez aceptado el cargo, este era irretractable. Y entendió que la aceptación del cargo debía considerarse perfeccionada ante el Juez de Control de Garantías y no ante el Juez del Conocimiento. Lo dicho aparece recogido con precisión en la Sentencia de Casación del 20 de Octubre de 2005 que se ha citado en la primera instancia, cuando nos dice que: “…Luego de que el Juez de Control de Garantías acepta el allanamiento por encontrar que es voluntario, libre y espontáneo, no es posible retractarse de lo que se ha admitido…es incompatible con el principio de lealtad, toda impugnación que busque deshacer los efectos del acuerdo o la aceptación de la responsabilidad…”.
Y ha sido tan enfática la alta Corporación sobre ese particular, que en otras decisiones sostiene, incluso, que quien interpone un recurso con el fin de aniquilar los efectos de una aceptación, se debe considerar como sujeto procesal sin interés legítimo para impugnar; es decir, que si ese es el motivo de la inconformidad, se debe entender no legitimado para acudir a las instancias o a la casación en procura de cuestionar total o parcialmente aspectos relacionados con el injusto o su responsabilidad. Es lo que se desprende del auto del doce (12) de Diciembre de 2005, Rad. 24.193 M.P. Mauro Solarte Portilla, reiterado en providencia del doce (12) de marzo de 2006, Rad. 24.856 M.P. Marina Pulido de Barón.

A la hora de ahora, es por tanto contundente que la aceptación de cargos simple y pura, se convierte en irretractable desde el mismo momento en que el Juez de Control de Garantías le imparte aprobación, bajo el entendido que se trata de un Juez Constitucional con esa facultad de definición, razón por la cual, no sólo compromete a las partes sino al mismo Juez del conocimiento, quien a partir de ese momento está obligado a la realización de la audiencia de individualización de pena y de sentencia, salvo que encuentre motivos para anular por violación de derechos y garantías fundamentales (en esa dirección se observa el auto del 10 de Mayo de 2006, Rad. 25.248, M.P. Mauro Solarte Portilla).
Ante tan protuberantes precedentes jurisprudenciales, el Tribunal ha cedido en su interpretación y le ha dado cabida a lo que esa otra línea de pensamiento indica en pro de la unificación de criterios en el nivel Nacional.

Ahora bien, dado que lo aquí  se nos está presentando como tema de discusión, es lo relativo a una causal que excluye la antijuridicidad, que se entiende comprendida en el acuerdo, pues es obvio que sólo se puede condenar –bien por la vía ordinaria o bien por la vía de la anticipada-, a quien y sólo a quien, se considera responsable de un injusto típico, esto es, a quien violó la ley penal pero además está excluido de circunstancias eximentes de responsabilidad y en quien es procedente el juicio de reproche propio de la culpabilidad, entonces venga a colación este otro anunciado jurisprudencial:

La prohibición de la retractación implica la imposibilidad de controvertir la aceptación, los términos y alcances de la imputación, para negar o modificar la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad que fue objeto de preacuerdo o trocar las circunstancias convenidas sobre tales elementos.

Queda claro por tanto, que la aceptación debe entenderse en términos integrales y no referidos única y exclusivamente a la tipicidad, con lo cual, la prohibición de retractarse cobija a todos los elementos integrantes del injusto.

Hasta aquí el tema de la retractación. Nos corresponde ahora abordar lo atinente al vicio del consentimiento, que es figura diferente y que ha sido invocada por el apreciado defensor. 

Sobre ese tópico, el Tribunal ha sido por supuesto partidario de la anulación en aquellos casos de aceptación en donde se observa un vicio en el consentimiento, muy particularmente el error, tan frecuente en las personas iletradas. Como ejemplo, citamos la decisión del veinticuatro (24) de febrero de dos mil cinco (2005) con ponencia de quien ahora cumple igual función
, por medio de la cual la Corporación anuló una actuación similar y fue enfática en exigir que los funcionarios judiciales fueran claros en los términos de la imputación, sin encerrarse en los signos metalingüísticos propios del Derecho, sino, en primer lugar, utilizando palabras accesibles a las personas del común. Se consideró que hacerlo así implicaba violación de uno de los deberes esenciales del Juez, cual era el garantizar que el procesado hiciera su aceptación “debidamente informado”. En consecuencia, se sugirió, v.gr., no hablarle al imputado de Tentativa de Homicidio, sino más bien, de si lesionó a otra persona con el ánimo o la intención de darle muerte, porque la acción de la tentativa llevaba inmerso un ingrediente esencial, cual era la intencionalidad, en consecuencia, indispensable e ineludible en la tarea de establecer la plena voluntad de la aceptación.
El problema jurídico que ahora se propone a la Sala, involucra una situación igualmente singular y bien importante a efectos de determinar si antes que una retractación propiamente dicha, a lo que estamos avocados es a una violación de garantías fundamentales que hicieran pensar en la necesidad de hacer respetar los derechos básicos del procesado, entre ellos el de “estar debidamente informado” antes en el momento en que se decidió por la aceptación de los cargos; porque de ser así, no dudaríamos en disponer que este asunto vuelva por sus fueros y se recobre la integridad del juicio.
Quiere dejar sentado el Tribunal, de una vez y por lo que observamos ha venido haciendo carrera en el Distrito, que sí es un deber del funcionario de Control de Garantías, en aras de salvaguarda los intereses fundamentales del indiciado, DEJARLO HABLAR. Y cuando decimos que se le deje hablar, no estamos diciendo que se proceda a una exposición explicativa asimilable a una indagatoria, tampoco, que estemos permitiendo la apertura de un “minijuicio” (término coloquial en boga y que se viene utilizando para impedir cualquier intervención por sustancial que sea); lo que la Sala entiende por permitirle hablar al imputado, es que a la expresión SI ACEPTO pueda estar seguida de otro tipo de expresiones, tales como: SI ACEPTO QUE LO MATÉ PERO EN LEGÍTIMA DEFENSA; o, por ejemplo, SI ACEPTO QUE MATÉ, PERO LO HICE CON IRA. Se observa cierto temor, por supuesto infundado, de parte de nuestros distinguidos Jueces y al parecer acolitado por la Procuraduría Judicial y la Fiscalía, en que se haga ese tipo de agregados, bajo el supuesto falso que entonces ya se pierde la claridad en la aceptación; cuando la realidad es que eso no es así y diremos por qué:
Cuando un imputado nos dice: SI ACEPTO HABER MATADO PERO EN LEGÍTIMA DEFENSA, lo que debemos entender es que NO ESTÁ ACEPTANDO los cargos. Esa es la conclusión, la única conclusión posible, lógica y jurídica, y así se le debe explicar al justiciable, para que éste sepa las consecuencias de su afirmación en esos términos. A continuación, el Juez ordenará que la actuación siga su curso normal con el trámite ordinario a la espera del debate respectivo.
No debe olvidarse tampoco, que las aceptaciones también pueden ser PARCIALES, es decir, que muy probablemente un imputado que dice SI ACEPTO, puede a continuación hacer un agregado que indique que la aceptación va a ser tan solo parcial. Lo que en la práctica se ha apreciado, llega a rayar incluso con el abuso, pues se ha observado, por ejemplo, que un imputado quiere hacer un agregado a su intervención para aclarar que acepta pero uno solo de los hechos imputados, y el Juez, en forma abrupta, lo interrumpe para decirle: “no, diga simplemente si o no a lo que la Fiscalía le ha informado”. En esas condiciones, se rompe cualquier posibilidad de aceptación parcial y por lo mismo se trasgrede la legalidad del acto.
Menciona el señor Procurador, que no hay problema porque entre las posibilidades que tiene el imputado está la de “guardar silencio”, pero el Tribunal encuentra que esa no es la solución ni por supuesto el remedio a situaciones como las que ya hemos citado, en las cuales lo importante no es que calle, sino que por el contrario, diga lo que tiene que decir, para que el procedimiento se ajuste a la voluntad del procesado, pero no cualquier voluntad, sino una voluntad integral, completa, lo más enriquecedora posible para el Juez y los asistentes al acto. 
Es que lo grave, lo realmente grave, es que no se le permita hacer el agregado, porque entonces, se está patrocinando la posibilidad, esa sí lamentable, de que en etapas posteriores se hagan este tipo de argumentaciones como las que aquí nos convocan; y peor aún, por supuesto, correr el riesgo de condenar a un inocente.
No se olvide que un ciudadano medio, un parroquiano del común, entiende simple y llanamente que X mató a Y, independientemente de si existió o no una legítima defensa. En ese terreno de lo informal, de lo no jurídico, se quedaría la aceptación de un homicidio ante un Juez de Control, si éste no tiene la precaución de permitirle que haga el agregado al que estamos haciendo referencia.

Como suponemos que ha quedado claro lo anterior, pasemos a visualizar lo que ocurrió en este caso concreto y así poder concluir si tiene razón la defensa, o si por el contrario la tiene la señora Fiscal y el señor Procurador al acolitar la determinación de primer grado.

Observados detenidamente los registros, lo que de ellos se extrae a todas luces, es que el Juez Quinto Penal Municipal de Control de Garantías, tuvo un correcto dominio de su audiencia, primero inquirió a la Fiscalía para que hiciera presentación de su caso, hecho lo cual, dio a conocer al indiciado todas las posibilidades que tenía en ese momento, tanto de aceptar como de rechazar su responsabilidad. Le preguntó si admitía la imputación fáctica en los términos anunciados, tanto en lo de la muerte de esta persona como en la posesión indebida de un arma de fuego. A eso, concretamente a eso, respondió SI ACEPTO. No obstante que efectivamente el procesado quiso añadir algo más, el Juez lo interrumpió, pero no para impedirle hablar al respecto, sino para advertirle que si algo tenía que agregar en cuanto a la existencia de circunstancias excluyentes de responsabilidad, primero dialogara con su defensor quien podía asesorarlo a ese respecto, sin que a pesar de esa advertencia se dijera nada contrario a la aceptación ya anunciada. Acto seguido, el togado que asistía sus intereses tomó su vocería para indicar que ya había tenido una amplia conversación con su cliente, que estaba bien enterado de las consecuencias jurídicas de su acto, por tanto, le insistió al Juez que la aceptación de los cargos que estaba haciendo su procurado, tenía como fuente una debida información y lo hacía en forma libre, voluntaria y sin presión alguna.
Nos preguntamos entonces: ¿ante un manejo tan claro de este asunto, cómo pensar que el señor FRANCISCO se equivocó?, ¿cómo suponer que el defensor no tuvo tiempo de ilustrar debidamente a su representado, cuando es el mismo profesional quien le expresa al Juez que sí tuvo contacto suficiente con él y le podía asegurar que era sabedor de todo cuanto interesaba a su situación?. El Tribunal debe partir de una presunción, y no es otra que el tener por acreditado que quien asistió al procesado es persona idónea en la materia y que sí le hizo las advertencias de rigor, incluida por supuesto la posibilidad de alegar a su favor una legítima defensa. Se trata de una presunción no desvirtuada, y por lo mismo, imperiosa al momento de tomar una determinación como la que se nos ha solicitado. 

Situación diferente sería, como nos lo recuerda la señora Fiscal, la evidente falta de diligencia o el desconocimiento de las reglas del nuevo sistema por parte del profesional del derecho, situación que también fue objeto de análisis por parte de esta Corporación en el sentido de sostener que en ese tipo de eventualidades la anulación es un imperativo.
Con fundamento en lo hasta ahora expuesto, sostenemos: (i) No hay lugar a la retractación desde el momento en que ante un Juez de Garantías se produce una aceptación de cargos, siempre y cuando lo sea con el lleno de las exigencias legales y constitucionales; (ii) Aquí hubo una aceptación total de cargos ante un Juez de Garantías que supo llevar su audiencia y orientó en debida forma al procesado; (iii) No se avizora la causal de anulación que se invoca por la presencia de un vicio del consentimiento, y muy particularmente, no se observa posibilidad alguna para argumentar que “ el procesado no fue lo suficientemente informado en su determinación”.
Sin más preámbulos, la decisión de primer grado se confirmará.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia objeto de recurso 
Esta determinación se notifica en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� C.S.J., providencia de mayo 10 de 2006, Rad. 25.389, M.P. Javier Zapata Ortiz. 


� Auto proferido dentro del proceso con número de Radicación 66170600001-2005-00026-01. 
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